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Protección digital de la niñez: interés superior y datos 
personales en la época contemporánea

Digital protection of  childhood: best interests and personal data 
in the contemporary era
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Resumen: La protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes requiere hoy en 
día, también la protección de sus datos personales en un contexto que otrora no se había 
considerado, es decir, en el mundo digital, un espacio creado mediante las nuevas tecnolo-
gías de la comunicación, lo que hace exigible una revisión del contenido de estos derechos 
para ser aplicado en este nuevo mundo. Por ello, revisamos aquí tanto el estándar de los 
derechos de la niñez, sostenidos en el principio de interés superior, como el del derecho a 
la protección de datos personales y el margen que este da al derecho a la propia imagen, 
para reflexionar acerca de cómo estos derechos deben, han sido y deben ser concebidos 
por la legislación.
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Abstract: The protection of  the rights of  children and adolescents today also requires the 
protection of  their personal data in a context that was previously unconsidered: the digital 
world, a space created by new communication technologies. This makes it necessary to 
review the content of  these rights for their application in this new world. Therefore, here 
we review both the standard of  children’s rights, based on the principle of  best interests, 
and the right to the protection of  personal data and the scope it gives to the right to one’s 
own image, to reflect on how these rights should be, have been, and should be conceived 
by legislation.

Keywords: Best interests of  children, personal data, digital world.

Sumario: I. Introducción; II. Derechos de la niñez y el principio de interés superior; III. La 
imagen y el derecho a la protección de datos personales; IV. Una reflexión sobre la niñez, 
sus datos y el mundo digital; V. Conclusiones; VI. Fuentes de consulta.

1	 Comisionado Ciudadano del INFO CDMX y Coordinador del Grupo de Transparencia Judicial de la 
RTA. Doctor en Derecho con mención honorífica por la UNAM y posdoctorado en la Universidad de 
Salamanca. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores y académico de la UNAM. Es Oficial de 
Cumplimiento en Inteligencia Artificial, con certificaciones de White Bx Project en Nivel II “Gobernan-
za” y Nivel III “Gestión de riesgos”. Acreditó el “Curso Superior en Derecho: ChatGPT y su Aplicación 
a la Práctica Jurídica” en la Universidad de Salamanca y en 2025 obtuvo el certificado en “Estrategia y 
Liderazgo en IA” en el MIT, consolidando su trayectoria en transparencia, protección de datos persona-
les, rendición de cuentas y el impacto de la Inteligencia Artificial en el Derecho.

Libro completo en https://tinyurl.com/mu28tce9
2025. UNAM, Facultad de Derecho, https://www.derecho.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



21El derecho a la imagen y otros derechos humanos…

I. Introducción

La conformación de un nuevo mundo, el digital, donde las relaciones humanas 
se relativizan y de hiperconectan, trae consigo una serie de beneficios para 
las personas así como la sociedad: disminución de las distancias para comu-

nicarnos con otros, simplificación de tareas cotidianas; celeridad en la prestación de 
servicios, incluidos los públicos; mayor acceso a la información, entre otros tantos más, 
pero, a su vez, se corren riesgos como lo son la vulnerabilidad ante nuevas formas 
de crímenes, la relativización de las relaciones interpersonales y la exposición de las 
personas y su información en las plataformas digitales. 

A estos riesgos debe sumarse también la consideración del peligro que corren gru-
pos en situación de vulnerabilidad, como es el caso de niñas, niños y adolescentes, 
quienes hoy en día se relacionan en su mayoría a través de estas redes virtuales, lo que 
los ha llevado a adquirir el mote de nativos digitales, por lo que esta actividad en línea 
que realizan debe estar sujeta también a la protección estatal de sus derechos humanos.

En ese tenor, en el presente trabajo abordaremos, en primera instancia, el con-
tenido de los derechos de la niñez, particularmente el principio de interés superior, 
posteriormente abordaremos el derecho a la protección de datos personales y a la 
propia imagen y, finalmente, reflexionaremos acerca de cómo estos confluyen en el 
mundo digital, así como los ejemplos de regulación que hoy en día da lugar a buenas 
prácticas y a ejemplos de derecho comparado que han de servir para el desarrollo de 
cuerpos normativos.

Para ello, se realiza una construcción del estándar normativo que parte de su 
fuente internacional universal, seguida de la regional, tanto la contenida en tratados 
como en jurisprudencia internacional y, finalmente, abordando el contenido de la 
Constitución mexicana y la jurisprudencia emitida al respecto. Con ello se pretende 
proyectar los alcances que la aplicación correcta y progresiva de dichas normas ha de 
tener, lo cual servirá no solo a la discusión académica, sino al desarrollo de políticas 
encaminadas a la protección de la niñez.

II. Derechos de la niñez y el principio de interés superior 

Dentro del marco de los derechos humanos encontramos una serie de derechos que 
se han clasificado en torno a sus sujetos de protección, así, encontramos, por ejemplo, 
derechos de las personas con discapacidad, derechos de las mujeres y, derechos de las 
niñas, niños y adolescentes. 

En este último caso, existe consenso general en torno a la necesidad de su protec-
ción, pues se ha considerado a la infancia como el futuro de la humanidad, aunque, y 
eso debe quedar claro desde ahora, se ha ido reconfigurando la visión a su alrededor, 
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ya no para considerarlos agentes pasivos de protección como promesa de un hipo-
tético futuro, sino que, además, hay que tenerlos presentes como personas también 
parte del presente, cuyas ideas, opiniones y preferencias deben ser consideradas en 
la toma de decisiones públicas y, desde esta nueva perspectiva construir un marco de 
protección de los derechos de este grupo etario. 

Así las cosas, queda claro entonces que el consenso en torno a la protección de 
este grupo conlleva al establecimiento de una serie de derechos e instituciones que 
se encarguen de asesorar su desarrollo y participación en sociedad. No son pocos los 
documentos que hoy en día abordan este tema, el de los derechos de la niñez, tanto en 
un plano nacional como en uno internacional, los cuales, en su conjunto, conforman 
el marco de derechos que les corresponde.

Resulta entonces vital retomar este contenido para poder conocer cuál es el sus-
tento jurídico de estos derechos. Comencemos por el plano internacional en su campo 
universal, donde podemos encontrar al Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, el cual indica:

“Artículo 24
1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o 
nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, 
tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado.
2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá 
tener un nombre.
3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad” (Naciones Unidas, 
1966, art. 24).

Como se observa, el artículo 24 establece lo relativo al reconocimiento de los dere-
chos de este grupo, considerando que parte de tres premisas o campos: la protección 
contra la discriminación; la protección de su personalidad y nombre y; la protección 
de su nacionalidad. 

Paralelamente, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales también, desde su ámbito específico de protección, incluye a este grupo etario al 
establecer lo siguiente:

“Artículo 10
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:
[...]
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia 
en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna 
por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños 
y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el ries-
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go de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados 
deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohi-
bido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. [...]
Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y 
el sano desarrollo de los niños;” (Naciones Unidas, 1966b, arts. 10, 12).

En este caso, nuevamente nos encontramos con la protección de la niñez desde 
una óptica de la prohibición de la discriminación, pero encaminada al pleno ejercicio 
de sus derechos económicos, sociales y culturales; además de esto, plantea la protec-
ción de la niñez en relación con el derecho a la salud, la cual impone a las autoridades 
del Estado la adopción de medidas que aseguren la reducción de la mortinatalidad y 
mortalidad infantil, así como el desarrollo de las niñas y los niños, es decir, se enfoca 
en un contenido muy particular, desde el cual plantea el desarrollo de la niñez para el 
ejercicio de sus derechos humanos.

Ahora bien, en el caso mexicano, pertenece al Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos, motivo por el cual, en este contexto ha reconocido la aplicación de los 
tratados correspondientes. En primera instancia podemos referirnos a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, la cual apunta:

“Artículo 19. Derechos del Niño 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición 
de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.” (Or-
ganización de los Estados Americanos, 1969, art. 19).

Respecto de esta Convención, contiene, de forma muy sintética, la protección de 
los derechos de la niñez, la cual es condensada en la fórmula de la implementación de 
medidas de protección que están a cargo de tres sectores: la familia, la sociedad y el 
Estado. Con esto vincula, esencialmente, a todos los actores posibles a la realización 
de acciones en favor de la niñez, bajo el concepto de “medidas de protección”, que 
no están delimitadas y, en consecuencia, están abiertas a un abanico de posibilidades 
muy amplio.

Complementariamente, en el campo interamericano también existe otro docu-
mento especializado en materia de ciertos derechos, este es el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económi-
cos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador”, el cual, en cuanto a derechos 
de la niñez, sostiene:
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“Artículo 15
Derecho a la Constitución y Protección de la Familia [...]
3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar 
adecuada protección al grupo familiar y en especial a:
a. conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso 
razonable después del parto;
b. garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la 
época de lactancia como durante la edad escolar;
c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a 
fin de garantizar la plena maduración de sus capacidades física, 
intelectual y moral;
d. ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a 
la creación de un ambiente estable y positivo en el cual los niños 
perciban y desarrollen los valores de comprensión, solidaridad, respeto 
y responsabilidad.
Artículo 16
Derecho de la Niñez
Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de 
protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la 
sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la 
responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias excepcionales, reconocidas 
judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su madre. Todo 
niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos en su fase 
elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del sistema edu-
cativo.” (Organización de los Estados Americanos [OEA], 1988, arts. 15–16).

Por lo que toca a este, el Protocolo de San Salvador, desarrolla la protección de 
la niñez y la adolescencia en dos sentidos, la primera relacionada con el derecho a 
la protección de la familia, esto es, a través de la garantía del derecho a la adecuada 
alimentación en dos momentos clave, la lactancia y la edad escolar, además de la 
adopción de medidas, de nueva cuenta, indeterminadas y por ende abiertas, pero 
enfocadas en la consecución de la maduración de las capacidades del menor, así como 
al establecimiento de programas enfocados en el fortalecimiento del ambiente familiar 
para que el menor desarrolle valores clave. El segundo sentido recae directamente 
en los derechos de la niñez, los cuales parten de la premisa del establecimiento de 
medidas de protección a cargo de la familia, sociedad y Estado, con el deber específico 
de los padres, además de mencionar al derecho a la educación, apuntalando su pro-
tección en la relación con este último.

Ahora bien, en el plano nacional, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos reconoce también los derechos de la niñez, incluidos en diversos artículos, 
los cuales pueden condensarse de la siguiente manera:
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•	 Artículo 2, apartado B, fracción XIII, inciso c: en cuanto al establecimiento 
de políticas públicas para proteger a las comunidades y personas indígenas 
migrantes, destinadas a mejorar las condiciones de salud de las mujeres, así 
como apoyar con programas especiales de educación y nutrición a niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes de familias migrantes.

•	 Artículo 2, apartado D: que reconoce y garantiza los derechos de la niñez indí-
gena y afromexicana.

•	 Artículo 3: en relación con el derecho a la educación, a la educación inicial, el 
interés superior de la niñez en el acceso, permanencia y participación en los 
servicios educativos

•	 Artículo 4: reconociendo el principio de interés superior de la niñez; la obliga-
ción de padres, tutores y custodios de exigir la protección de sus derechos y; la 
obligación del Estado de facilitar a los particulares su cumplimiento.

•	 Artículo 29: la prohibición de suspender o restringir los derechos de la niñez. 
(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, arts. 2, 3, 4 y 29).

El caso mexicano recoge así la protección de la niñez, de forma específica, a 
través del reconocimiento de sus derechos en cuanto a su pertenencia a pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas, la garantía del derecho a la educación, el 
establecimiento particular del principio de interés superior de la niñez y la prohibición 
del cese de estos derechos, aún en casos graves de invasión o perturbación grave de la 
paz pública. 

Además, es de considerarse que también son aplicables a la niñez el resto de los 
derechos y su protección constitucional conforme al contenido del artículo 1° del mis-
mo texto fundamental, el cual da cabida a todo el sistema de derechos humanos en 
nuestro país, por lo que, en el caso de los artículos citados anteriormente, solo hacen 
referencia a una especificación que se complementa con el resto del marco, buscando 
establecer así un parámetro de protección robusto y sólido en su favor.

En todos estos casos, nacionales e internacionales, se hace referencia a ciertos de-
rechos, pero, muy particularmente se recalca la obligación de establecer medidas de 
protección en favor de la niñez, lo cual es consonante con el contenido de un tratado 
internacional enfocado precisamente en este grupo y el cual rige con fuerza esta ma-
teria. Nos referimos a la Convención sobre los Derechos del Niño.

Aprobada el 20 de noviembre de 1989, esta Convención hace referencia, de forma 
pormenorizada, a la aplicación de los diversos derechos humanos en niñas, niños y 
adolescentes, por lo que se trata del documento que mayor rango de especialización 
encuentra.

Este también hace referencia al principio del interés superior de la niñez, sobre el 
cual indica:
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“Artículo 3
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades admi-
nistrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño.” (Convención sobre los Derechos del 
Niño, art. 3, 1989).

La concepción de este principio, en el caso de la Convención, nuevamente vincula 
la obligación de establecer las medidas de protección, pero ahora lo hace en forma un 
tanto más desagregado, mencionando diversas autoridades del Estado, de los diversos 
Poderes, de modo que con ello enlace de manera adecuada su implementación con 
cada una de ellas, aunque, claro está, sin poder desagregar todas y cada una de las 
posibilidades en las que se traducen estas.

Pero esto nos lleva a retomar el contenido de las observaciones del Comité de los 
Derechos del Niño, quien ha indicado que el objetivo del concepto de principio de 
interés superior de la niñez “es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los dere-
chos reconocidos por la Convención y el desarrollo holístico del niño” (Comité de los 
Derechos del Niño, 2013, párr. 4), de forma tal que su plena aplicación “exige adoptar 
un enfoque basado en los derechos, en el que colaboren todos los intervinientes, a fin 
de garantizar la integridad física, psicológica, moral y espiritual holísticas del niño y 
promover su dignidad humana.”(Comité de los Derechos del Niño, 2013, párr. 5).

Ahora bien, en su Observación general Nº 14 (2013) sobre el derecho del niño 
a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), el 
Comité de los Derechos del Niño, indica que este concepto, el interés superior de la ni-
ñez, debe entenderse en tres sentidos (Comité de los Derechos del Niño, 2013, párr. 6):

1.	 Derecho sustantivo: como el derecho de la niñez a que su interés superior sea 
considerado primordialmente, que se evalúe y tome en cuenta al momento de 
sopesar diferentes elementos en una cuestión debatida, poniéndose en práctica 
en cada ocasión en que una decisión afecte a la niñez.

2.	 Principio jurídico interpretativo fundamental: implica que, si una norma pue-
de tener más de una interpretación, se debe optar por la que satisfaga de forma 
más efectiva el interés superior del niño.

3.	 Una norma de procedimiento:  al tomarse una decisión que afecte a un niño o 
grupo de niños en concreto, así como a los niños en general, el proceso deciso-
rio debe incluir la consideración de las repercusiones positivas y negativas en 
ellos, por lo que tal evaluación necesita de garantías procesales, además de una 
justificación explícita en la que se explique cómo se respetó este derecho en la 
decisión y como se ha ponderado frente a otros elementos y cuáles fueron los 
criterios tomados.
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Luego entonces, habremos de considerar que el principio de interés superior de la 
niñez tiene estas tres formulaciones, a partir de las cuales se debe operar sus derechos 
y, en su caso, tomar determinaciones. De cualquier forma, podríamos condensar esto, 
a riesgo de simplificarlo, para comprender que toda decisión, política pública, institu-
cionalización o cualquier otro acto de autoridad, en tanto pueda tener algún nivel de 
intervención en el ejercicio de derechos de niñas y niños, debe atravesar siempre por 
este principio.

En ese tenor, el ejercicio de todos los derechos humanos, en tanto se realice por 
niñas, niños o adolescentes, ha de configurarse en torno a este principio, extensible 
ello a cualquier contexto. Así las cosas, tratándose del derecho a la protección de 
datos personales, también ha de relacionarse su ejercicio con el principio de interés 
superior de la niñez, de modo que su contenido se despliegue de manera conjunta. 
Pero, además, la integración de estos dos derechos se debe trasladar también al plano 
del mundo digital, con este principio que debe atravesar todo el análisis, de ahí la 
necesidad de colocarlo en este primer apartado.

III. La imagen y el derecho a la protección de datos personales

El derecho a la protección de datos personales ha ido evolucionando desde la década 
de 1970, cuando se creó el Land de Hesse, en Alemania, la Fair Credit Reporting Act 
en Estados Unidos, la Family Educational Rights and Privacy Act o la Privacy Act, ambas 
de 1974 provenientes de dicho país de Norteamérica, que marcaron el inicio de la 
protección de este derecho. 

Ya en un aspecto mucho más cercano, y también después de una basta serie de do-
cumentos, encontramos en Latinoamérica un hecho trascendental en la conformación 
de la Red Iberoamericana de Protección de Datos en 2003, mediante la Declaración 
de La Antigua, misma en la que los participantes en el Seminario sobre Protección de 
Datos Personales en Iberoamérica sostuvieron que:

Reiteran la consideración de la protección de datos personales como un au-
téntico derecho fundamental de las personas, sobre todo en orden al respeto a 
su intimidad y de su facultad de control y disposición sobre los mismos. (Red 
Iberoamericana de Protección de Datos, 2003)

Así, en el caso latinoamericano, este precedente marca un antes y un después en 
torno a este derecho, que, también precedido de otros documentos, va conformando 
la composición de un derecho humano particular, el cual, hay que reconocer, se vin-
cula con el derecho a la privacidad. 
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En este último caso, el derecho a la privacidad o la vida privada sí que ha estado re-
conocido en diversos documentos internacionales, entre los cuales podemos encontrar 
algunos como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, misma que indica:

“Artículo 12
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 
Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o 
ataques.” (Naciones Unidas, 1948, art. 12).

La protección de este derecho impone entonces una restricción al ejercicio de actos 
que no puede traspasar o invadir lo que se determina como vida privada, es decir, 
marca su contenido a partir de una frontera específica. 

Similar protección encontramos en el Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, que sostiene:

“Artículo 17
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y 
reputación.
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o 
esos ataques.” (Naciones Unidas, 1966, art. 17).

Luego, se establece también la protección mediante de ley en favor de la vida 
privada, la cual, además, marca la referencia a la protección que brinda el derecho a 
la seguridad jurídica. 

Este mismo sentido, como es de anticiparse, se retoma en el plano regional por la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues esta refiere:

“Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de 
su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida priva-
da, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra o reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o 
esos ataques.” (Organización de los Estados Americanos, 1969, art. 11).

De esta manera, la protección de la vida privada se vincula con un derecho especí-
fico, este es el de la honra y dignidad, a partir del cual establece la limitación para que 
ningún acto exceda del límite que imponen, reconduciéndose después a la protección 
legal en contra de tales situaciones. 
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Ya dentro del plano nacional, la Constitución mexicana, tras las reformas que ha 
vivido, ha ido ensanchando su margen de protección abarcando tanto a la privacidad 
como a los datos personales, de tal manera que en ella podemos encontrar disposicio-
nes sobre estos derechos humanos, de entre las que destaca:

“Artículo 6. [...] 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las 
entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán 
por los siguientes principios y bases: [...]
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. Para tal efec-
to, los sujetos obligados contarán con las facultades suficientes para su atención. 
Por lo que hace a la información relacionada con los datos personales en pose-
sión de particulares, la ley a la que se refiere el artículo 90 de esta Constitución 
determinará la competencia para conocer de los procedimientos relativos a su 
protección, verificación e imposición de sanciones. 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utili-
zación, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales 
o a la rectificación de éstos.” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, art. 6).

Entonces, en el caso mexicano, como se observa, hay un entrelazamiento entre 
el derecho al acceso a la información, que encuentra un límite en el contenido del 
derecho a la vida privada y la consecuente protección de los datos personales, es decir, 
el equilibrio que se marca entre ambos lados hace cesar los alcances de ese acceso 
tratándose de datos que correspondan a la persona en particular. 

También se establece una protección que se desconcentra del caso de la autori-
dad, a quien por regla general se le atribuye la responsabilidad para con los derechos 
humanos y las violaciones que les puedan afectar, estableciendo también la responsa-
bilidad de la protección de la información cuando esta se encuentre en posesión de 
particulares, delegando la reglamentación de esto a la legislación secundaria.

Asimismo, se habla acerca del derecho que tiene toda la persona al acceso a sus 
propios datos personales, de lo que posteriormente surge la base de lo que hoy en día 
se conoce como derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación y oposición), esto 
es, el control que tenemos sobre tal información. (Info CDMX, s. f.a).

En adición a lo anterior, aunque en el caso de nuestro país, el artículo 16 se ha 
relacionado con el principio de legalidad, siguiendo la pauta marcada por los instru-
mentos internacionales, es posible también recoger su contenido en este punto, tal vez 
en su forma más explícita, pues indica:
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“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, pa-
peles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad com-
petente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y 
procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla 
la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que 
dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rec-
tificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los 
términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los princi-
pios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, dispo-
siciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos 
de terceros.” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 16).

Se refiere así a la protección que brinda la norma, los procedimientos y el manda-
miento escrito (principio de legalidad y derecho a la seguridad jurídica), en favor de la 
persona (vida privada), constituyéndose así uno de los marcos que más desarrollo ha 
tenido en el caso nacional y que sirve para la protección de las personas en contra de 
múltiples formas de actos de autoridad. 

Además, este artículo desarrolla lo que antes anticipamos, esto es los derechos 
ARCO, mediante los cuales se brinda una protección específica en favor de los datos 
personales y el control que las personas pueden tener sobre ellos. 

Respecto a esto, ya en la década de los ochenta el Tribunal Federal Alemán con-
cebía lo que se conocería como derecho a la autodeterminación informativa. Tal 
concepción no radica en otra cosa que en la posibilidad de que cada persona tenga 
la potestad de decidir por sí misma sobre la divulgación y utilización de sus datos 
personales. (Tribunal Constitucional Federal de Alemania, 1983) Un uso determinado 
por el titular de los datos personales, es decir, la decisión mínima fundamental que 
cada persona tendría la expectativa de poder tomar. 

Resulta entonces que, con todo lo que hemos marcado hasta este punto, como 
se observa, en el caso del estándar del derecho a la protección de datos, existe una 
vinculación fuerte entre lo que conocemos como derecho al acceso a la información, 
que no puede ser absoluto y dentro de sus límites se enfrenta con la protección que 
erige el derecho a la vida privada y de donde surge una información particular que 
será concebida como datos personales.

O bien, puesto en términos simples, esto se traduce en que el derecho a la pro-
tección de datos personales es un derecho humano que ayuda a proteger nuestra 
identidad, privacidad e intimidad (Info CDMX, s. f.b), pero, en todo caso cabría pre-
guntarnos ¿qué son propiamente los datos personales?

La respuesta al cuestionamiento anterior bien podemos encontrarlo en la legisla-
ción mexicana, que es armónica o similar a otras tantas de latitudes cercanas como, en 
general, a lo contenido en múltiples sistemas jurídicos de otras regiones. Así las cosas, 
la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, 
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recientemente aprobada y que sustituye y retoma algunos de los contenidos de su 
antecesora, la cual tuvo gran eco por casi una década, y que es armónica con la legis-
lación de las entidades federativas, nos proporciona la siguiente definición:

“IX. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona 
identificada o identificable. Se considera que una persona es identificable 
cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de 
cualquier información;” (Congreso de la Unión, 2017, Art. 2, fracc. IX).

Tenemos entonces que la definición de datos personales, aunque simple, está car-
gada de un denso contenido, pues nos indica que estos son aquellos que sirven a 
identificar o hacer identificable, es decir, que, con un grado de mayor o menor preci-
sión, nos permite determinar la identidad de una persona, lo cual es esencialmente la 
protección básica de la persona misma que radica en su individualización.

Quizá, la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
de la Ciudad de México nos da un poco de mayor certeza, ya que si bien mantiene 
el mismo sentido que la Ley General, aporta algunas ejemplificaciones que sirven al 
propósito de este trabajo. En ese sentido, dicha norma de la capital del país define:

“IX. Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable. Se considera que una persona física es identificable 
cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de 
cualquier información como puede ser nombre, número de identificación, datos 
de localización, identificador en línea o uno o varios elementos de la identidad 
física, fisiológica, genética, psíquica, patrimonial, económica, cultural o social 
de la persona;” (Congreso de la Ciudad de México, 2021, art. 2, fracc. IX).

Podemos observar de inmediato que la Ley de la Ciudad de México nos indica al-
gunos ejemplos de datos personales, como lo son el nombre, número de identificación, 
datos de localización, pero, además, presta especial atención al indicar que pueden 
ser uno o varios elementos de la identidad física o fisiológica, entre otros, que pueden 
hacer identificable a la persona. 

Es en este punto donde entra en juego el derecho a la imagen, pues esta, en su 
forma más simple, es la “figura, representación, semejanza y apariencia de algo” (Real 
Academia Española, 2024), así, encontramos aquí que una fotografía, un retrato, un 
dibujo, en tanto reflejen elementos físicos o fisiológicos, harían una forma de dato 
personal.

Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronuncia, en 
su sentencia del caso Fontevecchia y D`Amico Vs. Argentina, donde refirió:
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“67. En relación con las cinco fotografías que ilustran las notas cuestionadas en 
las cuales aparece el señor Menem con su hijo, la Corte recuerda que la protec-
ción que otorga la Convención Americana a la vida privada se extiende a otros 
ámbitos además de los que específicamente enumera dicha norma. Aunque el 
derecho a la propia imagen no se encuentra expresamente enunciado en el artí-
culo 11 de la Convención, las imágenes o fotografías personales, evidentemente, 
están incluidas dentro del ámbito de protección de la vida privada. Asimismo, la 
fotografía es una forma de expresión que recae en el ámbito de protección del 
artículo 13 de la Convención. La fotografía no solo tiene el valor de respaldar o 
dar credibilidad a informaciones brindadas por medio de la escritura, sino que 
tiene en sí misma un importante contenido y valor expresivo, comunicativo e 
informativo; de hecho, en algunos casos, las imágenes pueden comunicar o in-
formar con igual o mayor impacto que la palabra escrita. Por ello, su protección 
cobra importancia en tiempos donde los medios de comunicación audiovisual 
predominan. Sin embargo, por esa misma razón y por el contenido de informa-
ción personal e íntima que pueden tener las imágenes, su potencial para afectar 
la vida privada de una persona es muy alto.” (Corte IDH, 2011, párr. 67).

De esta forma, el Tribunal Interamericano concibió que las imágenes contenidas 
en fotografías alcanzan la protección establecida por el derecho a la vida privada, 
sosteniendo el criterio que aquí hemos desarrollado, conduciéndonos a establecer que 
también se encuentran sujetas al régimen de salvaguarda de los datos personales, por 
lo que deben hacerse respetar traduciéndose en una obligación estatal de cuidado.

En un sentido similar, la jurisprudencia mexicana se ha pronunciado, aunque cier-
tamente cargada desde la visión de los derechos de autor y la propiedad intelectual. 
En un primer momento, en Tesis Aislada se ha explicado:

“DERECHO A LA IMAGEN. SU CONCEPTO DE ACUERDO A LA LEY 
FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR.
El derecho a la imagen debe entenderse como parte del derecho a la identidad, 
y como un derecho personalísimo que tiene todo individuo de decidir cómo se 
muestra a los demás, esto es, la potestad de disponer en el ámbito de su propia 
autoridad y en forma libre sobre su propia imagen. En ese orden de ideas, el 
concepto de derecho a la imagen previsto en el artículo 231, fracción II, de la 
Ley Federal del Derecho de Autor, se instauró como una limitante que tiene el 
autor de una obra fotográfica, en el sentido de que podrá comercializar con ella 
siempre y cuando la persona que aparezca en ésta otorgue su consentimiento 
para ello.
Amparo directo 48/2015. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon-
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco Gon-
zález Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán. 
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Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.” (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
2016., II.2o.T. J/89).

Dicho criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aún 
sin ser de aplicación obligatoria, nos brinda una gran definición en torno al derecho a 
la imagen, exponiendo que surge de la protección de la identidad que brinda la potes-
tad decisoria sobre la propia imagen, es decir, un sentido similar a lo que marcaba el 
Tribunal Federal Alemán en relación con la autodeterminación informativa, pero en 
este caso circunscrita a la imagen personal, es decir, a nuestra representación gráfica. 

En adición a lo anterior, en Jurisprudencia, la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación avanzó con la protección del derecho a la imagen, al desarro-
llar el siguiente criterio:

“DERECHO A LA PROPIA IMAGEN. INTERPRETACIÓN DEL AR-
TÍCULO 87 DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR EN 
RELACIÓN CON LA ACEPCIÓN “RETRATO”.
Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil de 
una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales diversas 
prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia imagen y a su 
derecho moral de persona autora por la utilización de un “doble” en una cam-
paña publicitaria en la que también se alteró una de sus obras musicales. En 
primera instancia se absolvió a las demandadas. En el recurso de apelación y, en 
cumplimiento a una resolución dictada en un juicio de amparo directo previo, el 
Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento revocó la sentencia de primer 
grado, declarando improcedente el reclamo al derecho a la propia imagen; sin 
embargo, condenó a las demandadas al pago de una indemnización por el dere-
cho moral de autor. En contra de esta resolución, las partes promovieron sendos 
juicios de amparo directo, los cuales fueron atraídos por este Alto Tribunal.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la interpretación que debe otorgarse al artículo 87 de la Ley 
Federal del Derecho de Autor es aquella mediante la cual se va ampliando el 
ámbito de protección del derecho a la imagen; de manera que no debe conside-
rarse el término “retrato”, simplemente como un mero sinónimo de “fotogra-
fía”, en t“nto que”esa acepción fue otorgada por el legislador en un contexto 
que actualmente ha quedado rebasado; por lo que este derecho a la propia 
imagen debe contemplar cualquier elemento representativo de la persona, sin 
limitarse estrictamente a sus rasgos físicos inmediatos.
Justificación: Del precepto legal indicado se advierte que el “retrato” de una 
persona sólo puede ser usado o publicado con autorización de aquélla, de sus 
representantes o de los titulares de los derechos. Al respecto, debe indicarse 
que, si bien es cierto que dicho artículo no hace referencia propiamente a “la 
imagen” (pues la reforma que le dio origen data de mil novecientos cuarenta y 
siete), también lo es que no resulta factible considerar una interpretación literal 
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restrictiva para estimar que solamente la “fotografía” del individuo es la que 
debe prevalecer para efecto de determinar la procedencia de la indemnización 
por vulneración al derecho a la propia imagen. En efecto, la locución que se 
utilizó en aquel momento partió del entendimiento de los medios de comunica-
ción de esa época; sin embargo, a partir de su evolución y de la fácil manipula-
ción de la fotografía, la televisión y las herramientas de la “era digital” –hasta 
la introducción de las redes sociales–, la interpretación para la protección del 
derecho a la imagen no puede erigirse como una herramienta que sólo permita 
a los titulares de esa prerrogativa hacer frente a los usos indebidos derivados de 
la captación y difusión de alguna “fotografía o dibujo” en donde se representen 
exactamente sus características físicas; sino que debe entenderse como el ins-
trumento mediante el cual se salvaguardarán todos los elementos a través de 
los cuales la singularidad de cada persona se expresa, los cuales abarcan desde 
la voz, el rostro, el cuerpo, hasta ciertos bienes protegidos por el derecho a la 
identidad, como ocurre con el nombre, de forma que comprende cada uno de 
los elementos y las características que son propias de alguien como persona. 
Consecuentemente, no puede considerarse que el derecho a la propia imagen 
concierne solamente a los “retratos” del individuo, sino que corresponden 
a manifestaciones de lo más esencial de la persona, siendo de este 
modo una proyección externa de ella misma, se trate bien de una na-
tural o de una construida; esto es, no es una abstracción, sino una en-
tidad concreta que tiene la cualidad de ser captada por los sentidos, 
de manera que el ámbito de lo protegido es la proyección exterior de 
la persona desde su aspecto físico, hasta todos aquellos elementos 
que considerados en forma conjunta forman su identidad.
Amparo directo 7/2022. Edgar Ricardo Arjona Morales y otra. 8 de febrero de 
2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcán-
tara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador.
Tesis de jurisprudencia 166/2023 (11ª.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil veintitrés.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.” (Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, 2023, II.1º. C. 266 C).

Tal criterio de carácter obligatorio enmarca la evolución del derecho a la imagen, 
para desvincularlo de la identificación de retrato con fotografía y alcanzar a otras 
manifestaciones, teniendo ya en cuenta inclusive a los medios digitales, por lo que este 
concepto, el de retrato, se entiende que puede tener expresiones diversas en contextos 
distintos, e indica, y aquí buena parte de la relevancia de este criterio, que el derecho 
a la imagen es correspondiente con expresiones de lo más esenciales de la persona, 
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por lo que se tratan de una proyección de ella misma, natural o construida, que puede 
ser captada por los sentidos, encontrando protección su proyección exterior en rela-
ción con su aspecto físico y todos los elementos que en forma conjunta muestran su 
identidad, lo que es, en esencia, una vuelta al concepto mismo de dato personal en los 
términos empleados por la Ley de la materia para la Ciudad de México.

En este punto nos encontramos con algunas cuestiones que hay que recalcar, como 
lo son que el derecho a la vida privada impone un límite al derecho de acceso a la 
información, en un punto que configura un derecho humano concreto como es la pro-
tección de datos personales. Este, a su vez, extiende su alcance sobre una información, 
que es la que precisamente consiste en aquella que identifica o hace identificable a una 
persona y entre la cual se encuentra, entre otra, la relativa a la propia imagen, misma 
que se puede manifestar gráficamente mediante fotografías, retratos, dibujos y otras 
expresiones que, en la era digital, puede tener otra configuración distinta precisamen-
te producto de las formas de comunicación que permiten las nuevas tecnologías.

Luego entonces, tenemos que considerar, aunque con el nivel de abstracción na-
tural debido al estado actual, que las redes sociales, los medios digitales, vienen a 
constituir un nuevo plano en el cual los derechos humanos encuentran nuevos espa-
cios de ejercicio, pero también de vulneración, por lo que requieren de una reflexión 
que tome en cuenta estos y que proyecte nuevas formas de concebirlos, protegerlos y 
desarrollarlos, más aún en el caso de niñas, niños y adolescentes, en torno a quienes se 
establece un marco de protección reforzado y que, por si fuera poco, representan ya 
una generación que nació y crece en esta nueva era digital.

IV. Una reflexión sobre la niñez, sus datos y el mundo digital

En la actualidad digital, marcada por numerosos avances tecnológicos, la protección 
efectiva de los datos personales y la privacidad de la niñez se ha convertido en un 
desafío crucial para la sociedad y los legisladores globalmente. La tecnología ha cam-
biado radicalmente nuestras formas de comunicación, interacción y compartición 
de información, pero esta transformación también plantea importantes retos éticos, 
legales y sociales.

Según datos de la UNICEF, uno de cada tres niñas y niños es usuario de internet, y 
la misma proporción de usuarios de internet son menores de 18 años (UNICEF, 2017). 
Cada día, más de 170,000 menores se conectan por primera vez al espacio digital, 
enfrentando riesgos significativos, incluida la vulneración de su intimidad, la violencia 
digital y la exposición a contenidos inapropiados para su edad.

En este contexto, es vital reflexionar sobre la protección de los datos personales 
de la niñez en entornos digitales. Los llamados nativos digitales, son “aquellos niños, 
adolescentes y jóvenes que nacieron a partir de 1990 en adelante y que poseen una 
visualización y una capacidad psico-cognitiva diferente, que les permite asimilar con 
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mayor rapidez el uso adecuado y eficaz, aunque no precisamente el más óptimo, de 
las denominadas Nuevas Tecnologías de la Información y Comunicación”. (Instituto 
Mexicano de la Juventud, 2017) Muchas veces, proporcionan datos personales íntimos 
sin comprender que pueden quedar almacenados en bases de datos y estar al alcance 
de terceros con fines legales o ilegales.

Por ello, la protección en internet para la niñez no se debe limitar únicamente a es-
tablecer reglas; es un desafío complejo que demanda la cooperación entre autoridades 
regulatorias, expertos en salud mental, educación y tecnología, además del involucra-
miento activo de las familias, incluyendo a la misma niñez. Es fundamental generar 
espacios digitales seguros donde puedan aprovechar las ventajas y posibilidades que 
brindan las tecnologías, sin comprometer su integridad ni sus derechos.

Es por ello que debemos entender que, a medida que la niñez se desenvuelve en 
medios digitales y, ahora, genera contenidos en ellos, se da un ejercicio de comuni-
cación que conlleva riesgos significativos para la privacidad y la autodeterminación 
informativa, que se terminan traduciendo en la propia imagen, es decir, en los datos 
personales, pues en dichos medios circula, casi sin control, una cantidad de informa-
ción inconmensurable, en muchas ocasiones sin regulación o mecanismos de seguri-
dad, reduciendo así el margen de protección de dicha esfera privada.

Afortunadamente comienzan ya a existir ejemplos que podemos encontrar en el 
derecho comparado, donde se regula este tema, por ejemplo, la Children’s Online 
Privacy Protection Rule (“COPPA”) en Estados Unidos establece estándares para la 
protección de la privacidad de las infancias en línea y ha servido como modelo para 
otras legislaciones (Federal Trade Commission, 1999). O el Reglamento General de 
Protección de Datos para Menores en Europa (Parlamento Europeo y Consejo de 
la Unión Europea, 2016), que, por su parte, brinda un enfoque continental para la 
protección de datos de menores y establece normas estrictas sobre la recopilación y el 
uso de datos personales. 

En el caso mexicano resalta la “Carta de Derechos de la Persona en el Entorno Di-
gital. Código de Buenas Prácticas”, la cual, a pesar de no tener un carácter vinculante, 
sí representa un avance nacional para la protección de las personas en este mundo 
digital y que, en el caso de la niñez, sostiene:

“2 Niñas, niños y adolescentes 
2.1. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso y uso seguro de 
Internet como medio efectivo para ejercer los derechos a la información, co-
municación, educación, salud, esparcimiento y no discriminación, entre otros.
Además de ello, la niñez y adolescencia tienen derecho a disfrutar, dentro de los 
entornos digitales, de los derechos siguientes: derecho a la identidad, derecho a 
la igualdad y a no sufrir discriminación, derecho a la inclusión, a la intimidad 
y al acceso a las tecnologías de la información y comunicación, entre otros, de 
conformidad con la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
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tes. Para el ejercicio de sus derechos digitales, se deberá privilegiar el interés 
superior de las y los menores, a fin de garantizar el respeto y protección de su 
dignidad e integridad física, psicológica y moral. 
2.2. Los derechos de niñas, niños y adolescentes deberán ser asegurados de 
manera prioritaria, especialmente cuando se trate de aquellos relativos a su pro-
tección y auxilio en cualquier circunstancia; al acceso a los servicios en igualdad 
de circunstancias, y al diseño y ejecución de políticas públicas que tengan por 
objetivo la protección de sus derechos. 
2.3. Los derechos de la niñez y adolescencia, cuando no puedan ser ejercidos 
por las personas titulares, lo serán por las y los padres o tutores, en términos de 
la legislación civil aplicable, sin que ello implique que las autoridades compe-
tentes deban generar protección de los menores en los casos en que se violenten 
sus derechos por parte de sus padres o tutores, privilegiándose el interés superior 
de las y los menores. 
2.4. Todas las autoridades deberán garantizar un enfoque integral, transversal 
y con perspectiva de derechos humanos en el diseño y la instrumentación de 
políticas y programas de gobierno, enfocados en el disfrute de los derechos de 
la niñez y adolescencia en los entornos digitales, así como para salvaguardarlos 
en caso de violación, aun incluso en contra de los intereses de los padres o 
tutores cuando estos no ejerzan de forma adecuada su representación.” (INFO 
CDMX, 2022, pp. 53-54).

Es evidente que este código de buenas prácticas aborda ya con un importante nivel 
de desarrollo los derechos de la niñez mediante un enfoque de atención prioritaria, 
en el cual el ejercicio de sus derechos en el mundo digital debe ser garantizado, pero, 
además, asegurado, imponiendo a las autoridades el deber de abordar integral y trans-
versalmente el ejercicio de derechos humanos en este mundo. Es decir, presta atención 
tanto al derecho mismo de acceder al mundo digital, como al margen de protección 
que se debe dar dentro de este.

Pero, lamentablemente, observamos que aun cuando esta carta de derechos es de 
avanzada, sigue sin abordar de forma particular el derecho a la imagen y la protección 
de datos personales de respecto de la niñez, aunque, por supuesto, si lo hace de forma 
general al postular:

“2 Derecho a la privacidad y a la protección de datos personales en el uso de 
la IA 
2.1. Toda persona tiene el derecho a la protección de su privacidad, para la 
salvaguarda de su dignidad, autonomía y capacidad de actuación, durante todo 
el ciclo de vida de los sistemas de IA. 
Al respecto, se entiende que los sistemas de IA son aquellas tecnologías de pro-
cesamiento de información que, con base en un cierto grado de autonomía, 
modelización, explotación de datos, representación del conocimiento y cálculo 
de correlaciones, permiten la integración de algoritmos y modelos a efecto de 
aprender y llevar a cabo tareas cognitivas, que resultan en la adopción y predic-
ción de decisiones.” (INFO CDMX, 2022, pp. 63-64).
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Es decir, al colocarlo no en un nivel de focalización específico respecto de la niñez, 
da lugar a la concepción transversal de su protección a los derechos de los diferentes 
grupos de atención prioritaria, como también al de todas las personas de manera 
general, por lo que no se puede descartar la relevancia de este documento, por el 
contrario, debe resaltarse y retomarse ya en la legislación local y nacional, inclusive 
habría de ser considerado su contenido en el nivel constitucional.

Podemos decir que, a pesar de contar con normativas y principios bien estableci-
dos que sirven de guía para el desarrollo de legislación, la protección de la informa-
ción personal de los menores en el entorno digital continúa siendo un reto constante. 
Resulta fundamental crear una estrategia completa de ciberseguridad que incluya 
mecanismos efectivos para resguardar a niñas y niños dentro de los espacios digitales, 
particularmente su imagen y sus datos personales, no solo mediante la actividad legis-
lativa, sino desde un enfoque preventivo a través de la educación.

Finalmente, la tarea de asegurar un ambiente digital seguro y apropiado para la 
niñez recae en los adultos. Por ello, es crucial que todos los sectores colaboren para 
construir un entorno virtual donde la niñez pueda crecer de forma segura y responsa-
ble. La protección de la privacidad y el derecho a la autodeterminación informativa 
deben ser los principios rectores en el desarrollo y aplicación de políticas y plataformas 
digitales enfocadas al ejercicio de sus derechos.

V. Conclusiones

Primera. Es claro que la protección a niñas, niños y adolescentes genera un consenso 
internacional en el marco de los derechos humanos, por lo que se ha establecido un 
régimen especializado en la garantía de estos derechos, mediante la imposición de 
diversas obligaciones, tanto a la familia, la sociedad y el Estado, a efecto que su desa-
rrollo pueda llevarse a cabo y, con ello, este sector etario pueda llevar a cabo su vida 
en un ámbito de protección.

Segunda. Los derechos de la niñez están regidos por un concepto clave, el del 
interés superior, mismo que se debe entender en tres formas, como derecho, como 
principio interpretativo y como norma procedimental, de tal manera que, en su forma 
condensada, imponen que en la toma de decisiones, cuando se pudiera afectar a la 
niñez o a un niño o niña en particular, siempre se le coloque al centro de modo que se 
maximicen sus derechos y se minimicen las afectaciones a los mismos.

Tercera. El derecho a la protección de datos personales encuentra un desarrollo 
a partir de la década de los 70, sin embargo, su protección, aun cuando ya tiene un 
marcado estándar, ha partido de la protección del derecho a la privacidad, el cual 
establece un límite al derecho al acceso a la información y que, en consecuencia, da 
cabida a este derecho autónomo que abarca la posibilidad de proteger nuestra propia 
información, aquella de carácter personal.
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Cuarta. La definición de datos personales indica que estos son los que identifican 
o hacen identificable a una persona, entre ellos, los que pueda reflejar rasgos físicos o 
fisiológicos a partir de los cuales se individualice a un ser humano, lo cual significa que 
la propia imagen es por sí misma un dato personal y, por lo tanto, exigen la protección 
respectiva de estos.

Quinta. Todos estos derechos, acceso a la información, derechos de la niñez, pro-
tección de datos personales y propia imagen, se condensan y encuentran ejercicio hoy 
en día en una realidad hiperconectada que se realiza a través de plataformas digitales 
creadas por las nuevas tecnologías de la información y la comunicación donde princi-
palmente la niñez, al ser una generación de nativos digitales, se desenvuelven cotidia-
namente, proporcionando sus datos personales muchas veces sin control o protección 
alguna, así como conformando una imagen digital propia.

Sexta. El mundo digital exige entonces una regulación particular, con un enfoque 
diferenciado en favor de la protección de los derechos de la niñez, y si bien exis-
ten ejemplos como el estadounidense o el europeo, es necesario que cada uno de los 
Estados, como los Sistemas Regionales de Derechos Humanos, desarrollen también 
marcos jurídicos en los cuales se garanticen sus derechos, especialmente la protección 
de sus datos personales y la imagen propia, pues solo mediante estas herramientas es 
posible reducir los riesgos que un campo hoy en día exento de mecanismos de control 
permite.
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